
9 junio 1982

I
1,

¡

J

~ B. O. del' E.-Supl. al nuro. 137

t .
acto administrativo Impugnado no infringe los artlculos 14, 30
y' 16 di> la ConstituciOn. . .

No vulnera el' articulo 30.2 de la Constitución, pues la obje­
ción .de conciencia no tiene, a su juicio, un contenido directa.
menle' amparable;' el articulo 30.2 no reconoce ni garantiza
directamente la objeción de conciencia., sino que contiene un
mandato a.1 legi\llador para. que regule esta. última. como una de

'las causa.s de exención del servicl9 mllltar, por lo que no existe
derecho a. la objeción !!fI conciencia sino an los términos en. que
el legislador lo configura, . .. .

En cuanto a la pretendida. infracción del articulo 14 de la.
Constitución, reronoca' el Abogado del Eslado qua al Real D...
creto 3011/1976, de 23 da diciembre, está resultando discrimina.­
torio en su a.pllca.ción, pero estima que la discriminación opera.,
antes que frente a objetores de otro tipo, frente a. los ciudadanos
varones en edad de servicio militar an genera.!, ya. que rnlentras
unOS cumplen el sarvlcio militar en filas, otros no eumplen
ni éste ni el sustltutorio previsto en el mencionado Real D...
<:reto, al no baberse seftalado por la Presidenoia. del Gobierno los
puestos de prilstaclgn del servicio de Interés clvico a. los que
habrían de ser asignados lOs objetores de conciencia que disfru·
tasen de las prórrogas a. que dicho Decreto se refiere. Esta
circunstancia, unida a. la. falla de elementoe que permitan ga.­
rantizar la. a.utenticldad de la objeción de ·ronciencla Invocada,
lleva al Abogado del Estado a. concluir que no debe favorecerse
la aplicación ,extenslv,," del Real Decreto 301V1976, de 23 de
diciembre. -o ' •

· Tampoco-puede decirse, a. su juicio, que se haya violado el
a.rtlculo 16 de la Constitución, pues en la d'ocumentaoiÓl' obran·
te en los autos no hay testimonio' alguno del que se deduzca que
el recurrente haya sido obligado a.: decla.rar. 60bre su ideolo-gla; religión; C) creencias; . ..

Poi último, el Abogado del Estedo precisa que, de las cuatro
pretensiones formuladas en el Suplico. sólo la primera es co­
rrecta en la forma ya que, de acuerdo con el articulo 41.3 de
la 1. O. T. C" en' el amparo constitucional no pueden hacerse va.­
ler otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preser­
var los derechos o libertades por razón de los cuales se formuló
el recurso.. '

En consecuencia termina solicitando de este Tribunal se d...
cIare inadmisible 'el' recurso o, subsidiariamente, se deniegue el

· amparo solicitado.. .'
8. Por providenola de 28 de abril de 1982 se señala para. la:

deliberación.. y votación d~ w. sentencia el dla 5 de mayo.

...n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Los recursos dé .ampar~··".",ntra las vlolaclo';es del der...
cho a la objeción de conciencia sólo podrén Interponerse, como
señala el articulo 45.1 -de la. L. O. T. C.. una vez que sea eje-'
cutiva la resolución que impone la obligaoión de prestar el servj­
cio militar, y la Sala Primera de este Tribunal Constitucional ha
declarado en seI)tencia de 23 de abril de 1982 que la expresión
cuna vez que sc.& eJecutivaa.,si bien 'no exjge el agotamiento de
la vil' judicial procedente, si exige implícitamente, como requl,
sito previo, la int~rposici6ndel recurso de al~ada ante la Autori­
dad millter competente, doctrina que la Sala reitera f ron.idera
aplicable al presente caso.

13945 Pleno. Rec~,.so .de inconstltucionalidad número
66/1.982. -Sentencia número 24/J982, de 13 de mayo.

EI-Pleno del Tribunal Constitucion¡d, oompuesto por don M¡j".
nuel Garcla·Pelayo y' Alonso, Presidente. y don Jerónimo Ar<>­
zamena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez
de Veh,sco Vallejo, don Francisco Rubio LIorente, doña Gloria
Begué Cantón, don Luis Diez Picazo, don Francisco Tomás y
Valiente, don .Rafael GÓmez·Ferrer Morant y don Angel Escu-

· dero del CgrraI, 'Maglstrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY \

la siguiente ,
SENTEN~IA

en '. el recurso de Inconiltituclonalidad registrado con el núm...
ro 68/82 y promovido por don Gregorio Peces-Barba Martlnez,
actuando en. representación y, comO comisionado de' 69 Dipu­
tados, contra el punto 4.· del articulo 9.· de la Ley 48/1981,
de liI4 de diciembre, sobre claslflca.ción de mandos y regulación
.de ascensos en régimen ordinario para los mlllta.res de carrera
del Ejército de Tierra.

En 'el mencionado recurso de InconstltuclónaUdad ha sido
parte el Abogado del' Estado y ha sido ponente el Magistrado
don Luis Diez Picazo, quien expresa el parecer jlel Tribunal.

l. ANTECEDENTES

. l. Con fecha 24 de diciembre de 1981 se promulgó la Ley
46/1981, sobre clasificación de mandos y regulación de ascensos
en régimen ordinario para los militares de carrera, que en su'
articulo 9.· esiablecla los tiempos de efectividad en cada em'
pleo para el ascenso al inmediato super~or. _seg.iin las Armas.
Cuerpos O Escal.... Entre ellos, el apartado •.• se refiere al

. .

2. El-recurrente ha acudido' aJ TribunaI Constitucional en
demanda de amparo directamente.· lI1n proceder a la utiliza.­
ción Previa de dicho recurso de almila previsto en la Ley Ce­
nera.! del Servicio Militar (articulo 38) y en el correspondiente
Reglamento '(articulo 388 en relación oon. el 343). comO se

. deduce de Ja,s- actuaciones remitid... y reconoce asimismo la
propia representación del recurrente en su escrito de alegacio­
nes y la falta de eumpllrnlento del requisito procesal establ...
cldo en el articulo 45.1 de la L: O.T. C. Impide ... este TrlbunaI
pronunciarse sobre el fondo de laCJ19atlón pianteada.

S. No ob~tante, de '1... actuaciones rernltldas se deduce tamo
bién que no se notificó al recurrente, 'junto con la resoluclOn
adoptada por la Junta de Claslflca.cIOn y Revisión Jurisdicclo­
nal, si dicha resolución era. o no' deflnJtlva en la vla administra.­
tiva ni los recursos que ~ontra la misma procedlan. el órgano

. ante el que habían de presentarse y el plazo para Interponer·
los, requisitos exigidos en el' aparlado 2 del articulo 79 del
Decreto 1408/1966. de 2 de junio, de adaptación de dicha Ley a
los .Departamentos Militares! que recoge lItera.!mente lo en..
blecido' en el mismo articulo y apartado de la Ley de Procedi·
miento Adminis~rabv9.

4. Al' no haber sido notificada la. resolución en la forma
lega.lmente requerida no puede derivarse de ella perjuicios de
tipo prt>cesal para el Interesado, pues el particular afectado por .
el acto administrativo no debe sufrir Ia.s consecuencias del
error de la Administraoión al redactar la oportuna notlflca.clón
del mismo. Por ello, si' bien no procede entrar en el fondo de la
cuestión debatida por las razones anteriormente alegad'!8. pro­
<:ede en cambio restituir el término declarando que el recurren­
te puede Interponer recurso de alzada anta la Autoridad militar
competente_.en_el-plaz.o de quince días bábiles; de ~erdQ con. lQ
establecido en el articulo 434 del Reglamento de la Ley General
del Servicio Militar. contados a partir de la notificación de la
presente sentencia.

FALLO

En atención ... todo lo ex'puesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE. LE CONFIERE. LA CONSTITU·
CION DE LA NACION ESPAJ'rOLA,,. .

Ha decidido:

Restituir el término para la .lnterposlclón del reclU'SO de
alzada ante la Autoridad rnlllta.r competente contra. la resolu·
ciÓn de la Junta 1Ie Clasificación. y Revisión Jurisdlcciona.l de la
Zona Maritima del Estreoho 'impugnada ante este TribunaI por
don A. B. C.. ,declarando que tal plazo deberá contarse &
partir de la notificación de la presente. sentencla' al Interesado.
sin que proceda un pronunciamiento de este Tribunal sobre la
pretensión formulada pre1(io a la resolución de dicho recurso
de alzada. -

Publiquflse esta sentencia ·en el .Boletln Oficial del Estado«.
Madrid "-'13 dfl mayo de 1982.-Manuel Garcla Pelayo Alon.

so.-Angel 4torre Segura..-Manuel Diez de Velasco Vallejo.­
GlorIa Begué Cahtón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel
Escudero del, Corral._Firmados y rubricados.

Cuerpo Eolesiéstico~señalando: Que entre los empleos de Te­
niente, . Capitán. Comandante y Teniente Coronel se exige un
máximo de veiIitjséls añO!!. y un mlnimo de veintitrés; en el
empleo de Comandante un máximo de siete y un minimo de
cln",,; entre los empleos de Teniente. y Capitán un máximo
de doce y un mlnimo de doce, y en el empleo de Teniente
un máximo de ¡;uatro alIos y un minlmo de tres.

2. - Por escrito de 3 de marzo de 1982, don Gregorio Peces­
'Barba Martlnez, en representacióiJ de 69 .Diputados, formuló
ante este Tribunal s"lIcitud de declaración de Incons~ituclona­
lidad de la disposición iegal antes aludida y como ronsecuencia
de elle¡ su nulidad.

Como fundamento de su pretensión, alegaban los recurrentes
que: .

al El sistema Instaurado por la Constitución en la materia
de las' relaciones entre la Iglesia y el Estado y de la posición
del· Estado en relación con 1... religiones, ha representado una
ruptura de· gran' importancia. porque, de una parte, la .plena
libertad ideológica y religiosa ha sustituido a la simple tole­
rancia, y de otra.· se ha dado paso a la proclamación de que
ninguna confesión tiene eatácter de estatal. Para los recurren·
te~. la id"a de estatalidad de las religiones es conceptual e
historlcamente distinta del principio de confesionalidad del Es­
.tado. La primera 'idea aparece en los paises protestantes, rnlen­
tras. que la segunda es tradicional . en el constituclonaUsmo
espallol del siglo XIX. Por ello, a su juicio, el' articulo 16.3
de la Constitución, més que excluir un sistema de religión
estatal que en la práctica nunca ha existido en España, ex·
cluye la confesionalidad. Tanto uno como otro sistema se ea.­
racterizan porque el Estado, hace una profesión de fe y se
considera. sujeto creyente y obligs.ilo a ajustar sus actos a los
valores de la religión asumida. Se produce de este modo una
confusión entre funclón pública,. y función. religiosa. La rellgtón
se presenta como un factor decisivo de orden po~t1co e in·
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ClllSO de Identificación nacional. 1.lul 'unciones religiosas ad­
quieren trascendenclll. púb!lca al tiempo que las funciones del
Estado se tiflen de motivos '1 finalidades religiosos. .

El articulo 16 de la Conatituclón excluye las consecuerrolas
enunciadas. Impide que 'íosvalores o Intereses religiosos se
erijan en paré.metros para medir la legitimidad o justicia de·
las normas y actos de los poderes públicos e impide cualq\1ier
confusión entre funciones rellgiosllS-Y funciones estatales.

bl Las disposiciones reguladoras" de las funciones estatales
con trascendencia religiosa. no Se definen negativamente, sino
que comprenden orientaciones positivas qua soI\ bé.sicamente
la libertad religiosa. la' Igualdad. Desde una perspectiva tradI·
clonal, la libertad religiosa es un derecho subjetivo fundamen­
tal que, frente al Estado y a los demé.s individuos y grupos,
genera una obligación de contenido negativo, ya que se trata
de respe'ter un ámbito de libre qesarrollo de la persona. La.
libertad religiosa se muestra también de n¡odo positivo, como
obligación de los poderes públicos de satisfacerla y fQmentarla,
de acuerdo con el articulo 9.·, 2, de la Constitución. De este
modo, lo valioso socialmente es el ejercicio de la libertad re­
ligiosa, pues el valor constitucionalmente promovido es el libre
desarrollo'de la personalidad' a que alude el articulo 10.1 de

. la Constitución.
También la igualdad, en s.doble dimensión' juridica y sus­

tancial, constituye un principio modulador .del Estado, que ad­
quiere particular relevancia en la esfera del tratamiento del
fenómeno religióso. La Igualdad genera la obligación de no
discriminar a los ciudadanos por razón de sus creencias.

La libertad religiosa. en' su dimensión positiva, se concretllo
en las relaciones de cooperación a que alude el articulo 16.3.
Esta regla suscita alguna dificultad en reiación con la' pers­
pectiva de la igualdad y plantea las siguientes cuestiones: Si
el fomento de la libertad religiosa y la cooperación con- una
o varias confesiones constitu:!{en discriminaciones para los ciu~
dadanos no creyentes o para Ice que practican unll religión
minoritarias; si los grupos o iglesias pueden consiaerarse titula­
res de la igualdad y, por consiguiente, si el Estado viene obliga­
do a respetar este principio en las relaciones· de cooperación.

Por lo que se refiere a la primera cuestión. es claro que
igualdad no equivale a 'uniformidad, de manera que únicamente
existiré. vulneración de la igualdad cuando las medidas que el
Estado adopte representen una quiebra de los principios de
igualdad y de libertad religiosa, es decir, cuando el Estado
asuma como función pública la satisfacción de una función
genuinamente religiosa. o". ,

En relación con el segundo llroblema enunciado,' señalan los
recurrentes que la Constitución no contiene alusión a la igual·
dad de las confesiones religiosas, pero que la literatura jurídica
española ha llegado a esa conclusión, de manera que debe
reputarse vulnerada la igualdad cuando el Estado en el marco
de una determinada s,ituaclón jurídica asume la ·tutela-del In.
terés religioso 'de una confesión sin'ofrecer análoga tutela del.
interés religioso de otras confesiones. . .

c) .El tercero de los principios rectores 4el D"recho Ecle­
siástico estatal es el de cóoperación. El articulo 16.3 de la
Constitución establece un sistema de relación positiva que se
e.xpresa principalmente a través de los acuerdos de cooperación,
Sin embargo. la cooperación con las confE!siones y ·la valoración
positiva del fenómeno religioso encuentra también límites .que
son sobre todo la- libertad y la confesión religiosa y la no
confesionalidad del Estado. .

d) "La mención expresa de la Iglesia Católica o la mención
. del artículo 9.·, punto 3. no es, a juicio de los recl¡rrentes,
cobertura constitucional que justifique un· régimen de privilegios
o de cuasiconfesionalidad.

A juicto de los recurrentes, la mención de la Iglesia Católica
debe considerarse como un paradigma. extensivo del trato es­
pecifico de las demé.s confesiones. 'Como derivación del pri11c1.
plo de igualdad. la cooperación con la Iglesia Católica. -debe
servir de Impulso y orientación para la cooperaolón con otras
confesiones. El sistema del Derecho Ecleslé.stIco español. - tra.­
zado en sus lineas generales por la Constitución es un sistema
e<i,!ilibrado, que busca la consagración dé, Prin~ipio's diversos,
guIado por el obj etlvo de garantizar la mé.s plena llbertad l'8­
IIgiosa y la igualdad de todos los españoles. Est... ' equilibrio
puede quebrarse si el legislador atiende sólo a unb de los dos
principios o criterios ,constituciopales, olvidando el alcance de
los demé.s. Desde este punto de vista. el precepto impugnado
rel?resenta una violación de la 1I0rma' constitucional de que
.•nmguna confesión tendré. carácter estatal. e Indirectamente
de losp.rincipi~s de libertad e igualdad religiosa. Junto a la
~lneFaclón In.dlrecta de la Igualdad que deriva del desconoci.
mIento del crIterio de neutralidad del Estado en materia re­
liglosa, el precepto representa una violación directa de la igual.
dad juridica (articulo 14) por ofrecer una insuílclente y limi.
tada regulación de 1", asistencia religiosa a las Fuerzas AI"..
madas. . .

.e) La asistencia religiosa a lns Fuerzas Armadas. cuyo
orIgen se encuentra en el Breve de Inocenclo X .Cum sicut
Malestatls Tuae•. (1664), se configuró históricamente como un
tema esencialmente canónico y como un privilegio pontificio
,!el Rey de España. La asistencia espectílca al estamento mi.
lItar adopta la forma de una jurisdicción canónica exenta y,
mé.s concretamente. de una Jurisdicción privilegiada, al seguir
la condiolón de las personas, y. privativa, ya que' aparta de
la potestad de los Obispos el gobIerno 'religioso de' determi.
nadas personas para entregarla a un delegado apostólico deno­
minado Vlc~o general.

En el' ma~o de¡ regalismo borbónico,' e~ E.tedo vI!- inter­
. viniendo cada veZ mé.s· en la organización y funcionamiento
de la asistencia' religiosa. Aunque los sucesivos Breves pontifl·
cios decían que el Vicario general podia-delegar en sacerdotes
idóneos. se impuso la pré.ctIoa contraria y el nombramiento
quedó en manos de autoridades estatales. Ast, en las Reales
Ordenanzas de Carlos 1II (titulo XXIlI, trata'do segundo) .e
puede leer: .La. facultad de' nombrar capellanes en los cuerpOlf
la eo'ncedo a su. respectivOs COronele...... En un. sistema re­
galista primero y de riguroso confeslonalismo después, esta
tendencia habla de concluir en la total asimilaCión entre los
capelianes castren.es y los miembros de 108 cuerpOs ml1ltare•.
Asi, una Orden de 30 de' julio de 1850 ooncedió ya a los cape­
llanes la consideración de Capitanes del Ejército y la aslmi·
laclón total se produjo en .el Real Decreto de 11 de abril
de 1900, cuyo articulo 2.· decía: .Se asimilan sus categorlas
a las del Ejército en la form" siguiente. TenIente Vicario de
primer":, asimilado a Corone!.. .•. Hasta la Ley de 30 .de juniq
de 1932 la asistencia religiosa a las Fuerzas Armadas.•e pro­
longó mediante prórrogas sucesivas de la SaÍlta Sede cada
siete'años organizé.ndose durante eSe tiempo, cOli un breve
Intervalo de 1901 a 1906. como Cuerpo Eclesié.stico Castrense.

El Cuerpo Eclesié.stico Castrense se restablece tras la guerra
civil por una Ley de 12 de julio de1lltO 'yo se or"sniz!!, de
acuerdo con los Reglamentos de 25 de agosto de 1942, 10 de
enero de 1947 y 23 de mayo de 1947. Su naturaleza de cuerpo
mlliter se mantiene en' el Convenio entre la Santa Sede y el
Eslado español sobre la Jurisdicción Castrense .y. Asistencia
Religiosa a las Fuerzas ArmQlias de S de· agosto de 1950. con·
firmado con algunas mod,lílcaciones por el Concordato de 2:1.
de agosto 'de 1953. Que los oapelianes castrense. son Oílctale.
del Ejército en sentido estricto. 10 ponen de' relieve todos los
textos legales citados. El acverdo de ·1950 dice que .el ingreso
en el Cuerpo y el destino a unidad o establecimiento se haré.
por el Ministerio correspondiente. a propuesta del Vicario ge-
neral Castrense-o .

. Actualmente, la ,,!orm'a básica que ,regula la asistencia re­
ligiosa católica a las Fuerzas Armadas es el .Acuerdo entre.
el Esta~ español y la Santa Sede sobre asistencia religiosa
a las Fuerzas Armadas y el servicio. militar de clérigo~ y
religiosos- de 3 de 'enero de' 1979. en el que; a diferencia con
el anterior de 1950. se omite toda referencia al .Cuerpo Ecle­
siástico>. Ello supone, a nuestro juicio, que, de acuerdo con
la ConstitucíOn, se ha querido excluir la fórmula dfl asimilación

.lnaugurada en 1900, sin prejuzgar tampoco los modos de orga­
nizar la asistencia reli~osa que, como es lógico, deben, ser
contempladcis en una normativa' Inferior.y complementaria. El
Acuerdo de 19711 resulta eñ este aspecto totalmente respetuoso
con los principios constitucionales del Derecho Ecleslé.stlco.
El Acuerdo se inscribe en la. lInea--de cooperación con las

confesiones que esiablece el articulo 16. A fin de que. el eler·
clcto de la libertad religiosa sea real y efectivo, .el Estado
remueve los obsté.culos que dificultarían tal ejercicio por las
pecu1iai'idades de la vida militar. Esa remoción de obstáculos
se concreta en una asistencia religiosa especifica que. al margen
de sus repercusiones canónicas, supone para e! Estado la 0!?1i·
gación ae sostenerla económicamente y de faClntar los me~los
materiales necesarios para efectuarla. Los recurrentes dlcen
expresamente que no tienen nada que oponer a la letra y al
espiritu del citado Acuerdo con la Santa Sede. Persuadidos de
que la cooperación con las confesiones esti al servicio de una
real y efectiva libertad religiosa y de que :ésta constltuye un
elemento nuclear del sistema de libertades públicas, consideran
razonable que los podere•. públicos facl1lten asistencia religiosa
a las Fuerzas Armadas, ofreciendo la organización que sea
necesaria para que dicha asistencia se realice en· las meipres
condiciones. En el futuro será aconsejable buscar fórmulas de
cooperación menos' atentas a la conservación de tradiciones de
origen regalistas o curialistas y mé.s preocupadas por las exi­
gencias reales de la libertad religiosa en el mundo moderno.

El Acuerdo de 1979 no podla prever. por su propia natura­
leza. 10 que a juicio de los recurrentes constituye una exi·
gencla de justicia y un mandato constitucional: Que la asis­
tencla religiosa a las Fuerzas Armadas se extienda a todas
las confesiones o,' al menos, que la Ley establezca modos de.
articular esa asistencia cuando sea pedida por una .confesión
o por un grupo de militares; que se abran las puertas de la
Ley a la igualdad religiosa y al disf'rute en todos los sentidos
de un derecho igual de libertad, religiosa.

La Ley impugnada ha modificado notablemente la situacl~n.
De una parte, resucita el Cuerpo Eclesiástico, que habia des~_
parecido en el Acuerdo de 1979,.y de otra. aunque no sea éste
su objeto princlpaI..,slgue circunscribiendo la. asistencia. reli·
giosa a la Iglesia <-atólica, ya que, pudiendo y debiendo ha­
cerlo. no recoge los modos de articular y organizar la asis­
tencia de otras confesiones distintas a la católica.

f) Estos son los 'motlvos que justiflcan el recurso por ·10
que se refiere a la infracción del articulo 16. No obstante,
conviene enunolar brevemente las 'prlnclpales razones por las.
cuales el mantenimiento de un Cuerpo Ecleslé.stlco castrense
debe considerarse Incompatible con el principio de que .ninguna
confesión tendré. caré.cter estatal.. El Estado puede poner.a
disposición de los ml1ltares una asistencia religiosa especifica,
pero ello no puede .Ignificar que los .actos estatales. hayan
de ser' confesionales, pues' en tal caso se Infringe el artlcu·
lo 16.3. El Estado es una organización Incapaz de creer o de
no creer y su actividad no puede teñirse de elementos reli"
giosos, porque entonees deja de asr el representante dE! una

f

.

"



r
~ B. O. del E.-Supt al numo 137 , 9 junio 1982 7

I
I
I

sociedad pluralista. A juicio de los ,reéUITentes, la consecuencia
que produce el mantenimiento de un Cuerpo Eclesiástico caso
trense es qUé la asistencIa .religiosa se transforma en una
función estatal; no en una finalidad satisfecha por los poderes
públicos. -sipo en una función genuinamente estat..I, como puede
ser la défensa del territorio, la justicia O la representación,
diplomática,' con la partioularidad de que esa función SP define
exchisivamente por un criterio o elemento religioso. Como SI>­
ñala Kelsen, la -estatalizaclón. de una actividad significa su
.funcionarización.. , es -decir, el hecho de confiar su ejecución
a unos órganos especializados que tienen la oualidad de fun­
cionarios. Al funcionarizar la asistencia religiQ$8 a 188 _Fuerzas
Armadas se estataliza una actividad religiosa, 10 que resulta
contrario al principio de~'ilue ninguna' confesión tiene carácter
estatal. El mandato de'que ninguna confesión tenga carácter
estatal obliga, c\lando menos, a que las actividades de las
9Qofesiones se realicen por sus ministros o fieles. no -por órga.­
nos del Estado, Otra consecuencia es que la autoridad vinculada
a la ostentación de un grado militar se obtiene en ate_Dci6n -al
desempeño de un ministerio religioso, La potestad pública que
ejercen los miembros de un Cuerpo del Estado deriva de la
función religiosa que realizan, lo que es inaceptable, porque
esa potestad se recibe para cumplir funciones estatales, que
nunca pueden ser religiosas. No proponen .los recurrentes que
se prohiba a lí:ls ministros del oullo integrarse como funcio­
narios en un Cuerpo del ,Estado: pero no deben ostentar tal
cualidad precisamente por ser ministros del culto.

Como dice con acierto Artur,o Jemolo, la existencia de ofi­
cios que sean al mismo tiempo 'eclesiásticos y estatales no es
rara en el Estado confesional. El Estado espailol no es confe­
sionaly en él ninguna religión tiene carácter estatal, 10 que
debe excluir cualquier confusión entre oficios,religiosos y esta­
tales. No puede existir un cuerpo de funcionarios formado por
ministros de una confesión (o. de varias), porque ello repre­
senta la estatalización de una actividad religiosa, La coopera­
ción con las confesiones puede llevarse tan lejos como se quia.
ra. 'pero no hasta el punto de que se produzca una -indiferen­
ciación del etbos-, -que transformaria al Estado en brazo se­
cular de lo religioso y a la religión en factor de cohesión
politica, La cooperación rectamente éntendida supone la exis­
tencia de dos sujetos diferenciados, 'pues si se confunden ya
no cooperan, sino que S6 integran. Supone que los funcionarios
colaboran o ayudan a los ministros del culto, pero no que
éstos se conviertan en funcionarios. Por consiguiente, el pre­
oepto impugnado, al mantener el Cuerpo Eclesiástico castrense
debe reputarse contrario a la declaración constitucional de que
ninguna confesión tendrá carácter estatal. Indirectamente vul·
nera el principio de igualdad, ya que se quiebra la neutra­
lidad religiosa de los órganos estatales, que es garantla de
tratamiento igualitario, y que está ~asimismo al servicio de los
valores de objetividad lJ imparcialidad a que se refiere el ar­
tículo 103, 1. o y 3.0

gl El segundo motivo de inconstiluoionalidad se funda en
la infracción del articulo 14, La Ley no tiene por objeto in·
mediato la regulación de la asistencia religiosa a las fuerzas
Armadas, pero de hacho su artículo 9.°, punto 4, consagra la
situació.) que existía con anterioridad a la Norma Fundamental,
como si ésta no obligase a un nuevo planteamiento, no ya en
lo relativo a la organización como Cuerpo Eclesiástico, sino
en lo, que se refiere a su extensión ·a otras confesiones. La
Const.itución no manda a los poderes públicos que tutelen el
interés religioso mediante la organización de un servicio de
asistencia en las Fuerzas Armadas, pero, una vez Clue el Es­
tado, a través del Acuerda con la 3anta Sede, se ha .compro­
metido a mantener, ese servicio en relaciÓn con la. Iglesia Ca·
tólica. la rigurosa observancia del principio de igualdad obliga
a la extensión del servicio en favor de otras confesiones ha,..
ciendo abstracción de que deba concretarse en iln -cuerpo 'ecle­
siástico-, como quiere la Ley o a través de otras fórmulas
que no impliquen integración' orgánica, como estiman los re­
currentes. Sería ·conveniente. que se realizasen los acuerdos y
negociaciones que contempla el articulo 7 d,"la Ley Orgánica
de Libertad, Religiosa, pero ello no es impre~cindible, La Ine­
xistencia'de acuerdos no difiere la obligación 'de los poderes
públicos de extender la. asistencia religiosa. en favor de otras
confesiones, del mismo modo que la Ley no constituye media­
ción necesaria para la aplicación de los derechos fun-damen·
tales, La obligación no deriva, como eh el caso· de la Iglesia
Católica,. de unos Acuerdos internacionales, sino del necesario
respeto al principio de igualdad, Cualquier normativa, legal o
reglamentaria. que se refiera al tema de la asistencia religiosa
a las Fuerzas Armadas, debe recoger la posibilidad de una
asistencia no católica y "debe hacerlo sin necesidad de concer­
tación previa con las confesiones. porque lo exigible no es tanto
-que la asistencia se materialiCe de hecho, lo que depende en
parte de las propIas confesiones, sino que -la Ley articule los
modos y procedimientos que hagan posible esa asistencia; de
lo" contrario, se estA prOduciendo una discriminación entre los
soldados españoles fundada -en sus creencias religiosas.

La invocaCión de la Igualdad jurldica_ en el presente caso
reqUIere algunas precisiones. La igualdad no se exige sólo -ante
la Ley., sino también -en la Ley-, No vincula solamente a la
Administración y a los jueces, sino también al legislador. El
respeto, del principio de jgualdad se exIge a las Leyes que
restringen o limitan la libertad o las derechos del ciudadano
y a las que otorguen tutela juridica o que ofrezcan determi­
nadas ventajas,' beneficios O ayudas a las personas, que se
hallen en una cierta situación. Ll< infracción del ariiculo 14

puede llevar a una discrlmInact6n negativa y a una positiva,
Esto último sucede cuando las poderes públioos promueven o
facilitan el ejercicio de. un derecho fundamental, no en favor
de tod,os sus titulares, sino sólo en favor de una categoria de
ellos sin causa que lo justifique. El principio de Igualdad obliga
a tratar igualmente las situaciones Iguales. El legislador goza
de una indudable discreclonalidad para valorar políticamente
los hechos y las tela<;lones sociales, pero. desd.e la perspectiva
de la Igualdad juridica, la dlscrecionalldad no es mayor cuando
otorga beneficios o ayudas que cuando impone cargas o liml·
taciones, La Igualdad jundlca opera en el ámbito de la función
garantizadora con la misma intensidad que en la esfera de
la función promocional. El legislador es más o menos libre
para designar las finalidades que tieben promoverse, pero, una
vez deoidido, no puede hacer discriminaciones atendiendo al
factor o dato de la confesionalidad o religiosidad. La Infrac­
cIón de la Igualdad por la norma Impugnada presenta dos

. caracteristicas, No se trata de imponer una, carga u obligación
a unos, eximiendo a otros, sino de promovet el ejercicio de
la libertad religiosa de los creyentes católicos y sólo de los
~atólioos, Los demás gozlln de libertad, pero su libertad no
es promovida, al no gozar de un servicio previsto de asistencia
religiosa, Si este tratamiento diverso está o no Justificado es
problema que se tratará más adelante, Ahora Interesa destacar,
que el control de constitucIonalidad por infracción del ariieu­
lo 14 puede verificarse cuando la Ley supone cargas o limita­
ciones a un grupo o oategoria de ~iudadanos, y cuando excluye
a otros impllcita o explicitamente, del goce de medidas de
protección o fomento; siempre, claro está, que nO exista una
_justificación objetiva y razonable. (Sentencia del Tribunal
Constitucional de 2 de julio de 1981) qu~ autorice el tratamiento
desigual; o, si se prefiere, cuando no sea factible apreciar
_una conducta 'arb,itraria o ,no justificada de los poderes púo
blicos- (Sentencia del Tribunal Constitucional de 10 de junio
de 19811. La segunda caracteristica, conectada con la anterior,
es que la infracción' del articulo 14 se produce por -omisión.,
porque, si bien la norma persigue finalidades constItucional­
mente apreciables, no tutela todos los intereses relevantes. La
asistencia religiosa a las Fuerzas Armadas está al servicio,
de la libertad religiosa de los militares. lo que es muy esti·
mable, pero la Infracción se produce al limitarse esa asistencia
a 'Ia confesión católica ' '

¿Puede declararse la Inconstitucionalidad de una norma por·
que su ámbito de vigencia no es todo lo amplio que debiera
ser, porque no promueve el ,ejercicio de la libertad religiosa
de todas las creencias y confesiones? Los recurrentes" estiman
que si, aupque la asistencia religiosa a las Fuerzas Armadas
no Sea una obligación constitucional.

Los destinatarios de la .Igualdad no son sólo las personas
fisicas. sino también las jurídicas, El articulo 14 exige que
las distinciones normativas realizadas por el legislador sean
razonables y estén justificadas por causa legítima o no arbi­
traria, con Independencia de quienes sean los sujetos destina­
tarios. porque los sujetos pueden y suelen ser indlferenclados
y porque. como dios una sentencia de la Corte Constitucional
italiana -una legitima disparidad entre varias asociaciones ine­
vitablemente repercute 'en la esfera 'juridica de los inscritos
y por ello se resuelve. siquiera sea. mediatamente, en una
violación de la igualdad del ciudadano., La misma sentencia
afirma én otro de sus _apartados que el principio de igualdad
impide a la Ley realizar una Injustificada disparidad de trata­
miento de las situaciones ju.ridicas _independientemente de la
naturaleza y de la cualificación de los sujetos.....

En el presente caso, la cuestión puede contemplarse desde
la perspectiva de las personas fislcas -Y desde el punto de
vista: .de los -grupos confesionales. Se produce una infracción
del articulo 14, pórque se trata de modo distinto a las confe,
siones; y se produce al no poner a disposición de todos los
militares la misma calidad de asistencia religiosa. discrimi·
nando a los no católicos. El problema de los destinatarios
de la Igualdad no constituye ningún obstáculo seno,

h) La Constitución reconoce el derecho de libertad ideol6­
gica y rellgiosa. El articulo 177 de las Reales Ordenanzas de
las Fuerzas Armadas (Ley de 28 de diciembre de 1978, núme­
ro 85/78) hace lo propio en relación con los militares. Ni
este derecho, ni el prlr¡dpio ,de cooperación, del articulo 16' de
la Constitución. Imponen la obligación de prestar, una asisten·
cía. religiosa específica a las Fuerzas Armadas. Los podere9
públicos deben cooperar, peró oorresponde a la discrecionalldad

'pallUca de la Ley establecer lo modos y formas en que se
articula la cooperación, Por ello, la Invocación de la Igualdad
no sirve para una - fiscalización -externa_, sino _interna.. , al
servicio de la coherencia del sistema legislativo, No se Techaza
la asistencia religiosa católica en virtud del principio de igual­
dad ni tampoco se critica la .omisión.. de esa asistencia en
rela'ción con los no católicos pOrque ello suponga infracción
del articulo 14: JJ;n principio, ninguna de las dos' discipllnas
normativas (para católicos y no '08.t6licos) es en si misma
inconstitucionaL La Inconstitucionalldad puede calificarse de _in·
terna., porque nace de una regulación -diferente 4e situaciones
Iguales, porque produce una incoherencia normativa al pro­
mover y facilitar el ejercicio de la libertad religiosa de Jos
católicos en las Fuerzas Annadas y no hacer lo mismo en
relación con los no católicos, pudiendo y debiendo hacerlo,
Existe algún motivo que pueda justificar que Leyes postcons­
titucionales regulen la asistencia religiosa a las Fuerzas Ar·
madas con omisión de toda referencia a las _oonfeslones no
católicas. Podria argumentarse que la Constitución cuando dice
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qu.. los poderes públiQos' tendrlm en cuenta las creencl... re- .
ligios.... de la sociedad espaJiola (articuio 16.3) est' ofreciendo
cobertura a ese trato diferente, ya que la aslstenola cat6l1ca
se justificarla en el hecho soclo16gico de ser la confesl6n ma.­
yoritaria. El legislador, al valorar la Implantacl6n de las di·
versas confesiones o creenQias. habrla estimado -<le acuerdo
con la dlscreclonalldad que sa le reconOC&- que no era nsee­
'sario prestar un servicio de asistencia religiosa no cat6l1ca a
las Fuerzas Armad.... ni facilitar el ejercicio de. la libertad
religiosa de los no cat6l1cos en condiciones an'logas a las es­
tebleoldas por la rellgi6n mayoritaria. Ya, hemos dicho que
igualdad no equivale a uniformidad. En nuestro caso el punto
de vista enunciado no es aceptable. El hecho de que una con·
fesi6n sea mayoritaria no 'Puede traducirse en privilegios lu­
ridicos, pues ello serIa contrario al principia de que ninguna
confesi6n tiene carácter estataL Por ,el contrario. el tratamiento
ofreQldo a la Iglesia Cat611ca debe oonvertirse en un paradigma
I'Xtenslvo a las demás confesiones.

En este aspecto. conviene examinar la naturaleza de la
desigualdad de hecho que justifica o hace razonable un dife­

rente tratamiento jurldice. ¿Por qué la Ley puede disciplinar
el interés religioso no cat6lico? La respuesta no ofrece dudas,
Porque sociol6gicamente la Iglesia Cat6lica es mayoritaria en
España. porque el ejerclQio de la libertad religiosa de.los espa­
ñoles se orienta de modo fundamental hacia el credo cat6lico
Y. por consiguiente. es natural que -los poderes públicos. al
promover el ejercicio de la libertad. mantengan relaciones más
lLInplias con la Iglesia Cat6lica. Pero repárese en el hecho de
que la desigualdad se rentraen un elemento puramente cuan·
titatlvo o, dicho de otra forma. que el derecho de libertad
religiosa es Idéntico para todos los es¡lañoles; 'que el ejercicio

. de ese derecho no es más valioso cuando se inclina por el
credo católico que cuando se oriente en otra direcci6n~ Dé
alú que si el Estado decide unilateralmente a través de una
Ley, o bilateralmente a través de un Acuerdo. ofrecer una tutela
especifica del Interés religioso en el mundo militar. no puede
exclutr ninguno de los Intereses religiosos. Podr' ofrecer un
mayor volumen o cantidad de asistencia cat6lica. ·ya que es
la confesi6n mayoritaria en los establecimientos militares. pero
no podrá dejar de prever f6rmul.... pata articular la asistencia
de otras Qonfeslones. El motivo es sencillo: La desigualdad da
hecho puede ser tomada en cuenta por el legislador para ofre­
cer un tratamiento juridico diferente. N Q alude al derecho de
libertad religiosa <idéntica para todos). sino a la mayor de­
manda de asistencia cat6l1ca, el Se nOs permite decirlo as!.
Por eso, para que la diferencia de tra6.0 jurldico sea coherente
con la desigualdad que la justifica. debe ser de su misma
naturale.za, es decir. de una naturaleza cuantitativa y' no cua­
litativa. El ejercicio de la libertad religiosa en el mundo mi­
litar se promueve o facilita mediante la organizaci6n de un
semolo de asistencia religiosa. que no puede ser Igual para
todas las confesiones. pero que tiene -que preverse con car'cler
general para todas ellas. La norma Impugnada. al omitir esa
previsl6n. debe reputarse Inconstitucional por violaci6n del ar­
ticulo 14. No existe coherencia. ni racionalidad entre el dife­
rente tratamiento jurídico, concretado en esa. omisión, y el
tipo de desigualdad· que de hecho existe entre I,as oonfeslones.
una desigualdad que es de número de adeptos. no de calidl\d
en el derecho.

La norma impugnada. en lugar de tomar en consideracl6n
el criterio del articulo 16.3 Itener en euenta .las creencias re­
liglosas de la sociedad española). ha prestado atenci6n al cri­
terio «religión católica., que puede considerarse incluido entre
los selialados por el articulo 14. En lugar de prever distintas
f6rmulas o grados de asistencia a la. Fuerzas Armadas. de
acuerdo con su estimación de las «creencias reli~osas de 1&
sociedad española.. el legislador ha previsto solamente una
olase de asistencia religiosa, la cat6l1ca. omitiendo cuaiquler
referencia a las demás.

3. El Abogado de! Estado, en nombre del' GObierno de la
Nacl6n, se ha opuesto al recurso, alegando que la Ley Im­
pugnada se limita a reflejar una escala que determina los
tiempos de efectividad en el empleo para el ascenso al inme­
diato superior. Se aprecia por ello una vlsiblll discordancia
enrre la cáusa de pedir y el contenido normativo de la dls­
posicl6n impugnada. La norma legal. cuya nulldad se pide.
no crea. ni organiza el .Cuerpo Eclesiástioo del Ejército de
Tierra.. Se limita a la modesta función de definir las condi­
ciones de tiempo precisas ¡lllra el ascenso a los distintos em­
pleos, Lo que para otras Leyes y disposiciones anterlores es
el punto de llegada. la Ley combatida lo utiliza como un simple
presupuesto para la fIjaci6n de unos efectos complementarios.
La demanda no pretendll la declaraci6n de Inoonstituciona1idad
de la. nanna. combatida por razón c;le su específico contenido
normativo (tiempo de servieio para el ascensol. sino por raz6n
de SU presupuesto: El Cuerpo Eclesiástico del Ejército de TIerra
cuya existencia juzga incompatible por la Constitucl6n. - •

- A julolo del Abogado del Estado, este planteamiento del .....
curso es Incorrecto, porque debe existir correspondencia entre
el contenIdo- de la Impugnaci6n y el contenido normativo de
la Ley impugnada. SI esta correspondencia no se diera b.....
terla cu~lquler aditamento complementario o incluso cualquier
referenCIa marginal a una. norma antigua en una Ley reciente
para que se diera contra ella la vfa dé la impugnacl6n. Dé
prosperar el recurso -daCIos lo" términos limitativos del articu­
lo 39:1 de 1-'; L. O. T. C.- lo único que se eliminaría del. orden
JurídICO sena la -escalilla... de tiempo de ascenso contenida
en el punto 4.' del articulo 8,· dll la Ley impugnada, sobre-

vlvtendo las Leyes creadoras y reguladoras de los cuerpos
eclesiásticos oastrenses.
. Señala el Abogado del Estado que el escrito de demanda .

afirma que la vulneracl6n del mandato de que ninguna confe­
sl6n tendrá caráQter estatal es uno de los reproches que se

·hace ,~ la disposici6n impugnada. ¿En qué conslstll la confesio­
nalidad del Estado? Esta pregunta es obligada para poder lT.e­
dlr la norma Impugnada desde el sentido de la norma consti- .
tucional Invocada. La oonfesionalidad elel Estado es una norma.
dictada por el Estado. en la que éste confiesa éomo verdadera
una determinada fe religiosa y hace solemne declaraci6n dll .
acatarla, .

¿CuMes son los efectos de una norma semejante? Esta pre­
gunta hay que formularla en el S,éh1ldo Y balo.1os esquemas
metodol6gicos propiOs del Derecho. tratando de Indagar las
consecuencias obligadas del juicio hipotético de la norma. deter­
minando las conductas prohibidas que, de no existir tal oorma,
habrian de ser reputadas cOmo licitas. No basta invocar una
afinidad ideol6gica entre la declaraci6n y otras normas legales;
es necesario acreditar una relac'ión de dependencia o condicio­
namiento juridicos.

Ni> todos los actos de un Estado confesional pueden consi­
derarse como actps de fe y no todos los actos de un Estado
aconfesionaI han de ser forzosamente ajenos al fenómeno re­
ligíoso. Las normas sobre la enseftanza. religiosa o sobre· la
a'sistencia religiosa en las, prisiones son un claro exponente de
eS,ta idea. El principio de oonfesionalidad del Estado no tiene
un contenIdo preciso que permitE. -inferir manifestaciones ine- •

, qulvocas.. Muchas de las caracterlsticas del llamado .Estado
·confesional. o de la -Religi6n de Estado- son ejemplos de
valor científico o histórico, sin validez universal 'J no utiliza-­
bies bajo los precIsos esquemas del Derecho. La confesiona­
lidad del, Estado ruede predicarse desde los regímenes teo­
cráticos hasta de los textos constitucionales de sentido liberal
que cornien.zan con una profesión de fe. pasando por los -que

· utilizan f6rmulas.. de sumlsi6n y acatlLInlento cOmO puro sim­
bolismo para, actuar bajo ~ cobertura intereses civiles do la·
socIedad o de las estructuras POlitIcaS.

- El reverso de ia con'lllsionalidad del Estado· es el principio
ql1e consagra el articulo 16.3 de la Constltuci6n. Toda norma
permite descubrir un mandato que antes no existía. ya que
de otro modo serla inútil su enunciaci6n. El articulo 16.3 con­
tiene el Ind'udable prop6sito de estatuir un principio diverso
al c-:e regia en el sistema preconstitucionaL El mandato tiene
así una virtualidad modificativa de-- la realidad normativa an­
terior. Desde el punto de vista polltioo refleja una de las .ré­
plicas- y -contrarréplicas_ que en este punto se han ido su.ce­
diendo en la historia del constitucionajismo espalioL Desde el
plano juridico ¿qué efectos hay que Inferir de este mandato
y qué consecuencias positivas debe comportar? Para contestar
a estll Interrogante. más que busGar mia signiflca0l6n politica,
hay qUll investigar su designio práctico. ¿Cuál es el propó­
slto de este anunciado? La demanda facilita la respuesta al
decÍl: que _el articulo 16.3 establece un sistema laico o no
confesional con el prop6sito de impedir un acto de fe religiosa
por parte del Estado-. El fin de la norma es evitar una decla­
racl6n de oonfesionalidad; que el Estado manifieste profesar
una fe detenninada, que la declare como verdadera y que la
asuma como propia. I

. La teleologla del precepto p"rmlte avanzar un 'poco mas. ¿Por
qué prohíbe la Constituci6n un acto de fe religiosa del Es·
tado? Es difícil admitir que este fin se agote en sí mismo
y ,que el texto básico haya querido Introducir una declaracilln
dogmática, cuyo valor ¡>ráotlco se encierra en su simple for­
mulaci6n. En la norma hay que ver junto a su prop6sito
Inmediato un fin dll mayor alcance. La raz6n de prohibir al
Estado la adopci6n de una religi6n oficial estriba en proteger
la libertad religiosa de los ciudadsnos y la Igualdad de éstos.
evitando que reciban un. trato discriminatorio por raz6n de
SUs creencias. La colocación sistemática de este mandato en
el articulo 16 y la primacia que hay que reconocer a la pro­
tecci6n de los ct,rechos fundamentales abonan esta tesis. que,
es la que late en la demanda. que inicia S1.\ ar~entaci6n
con la invocacl6n de los derechos fundlLInentales y acaba ofre­
ciendo razonamientos para entender que éstos han sido vulne­
rados por el precepto combatido.

A juicio del Abogado del Estado. la aconfesionalidad del
Estado conduce a estimar inconstitucionales aquellas normas'
qUll de manera directa hagan profesi6n de fe. religiosa y aque­
llas otras que vulneren la libertad religiosa. o que coloquen a
los ciudad~os en una situaci6n de desigualdad discriminatoria.

De esta manera, junto al ámbito especifico de la interdic­
cl6n de normas que representen actos de fe O de confesi6n
rellg1osa. el precepto constitucional -en raz6n de su fin úl­
timo- nOs ofrece un parámetro claro para inferir qué normas
~e ajustan y cuáles otras se desvlan del principio aludido. Si
hay lesi6n de la libertad O de la igualdad de los ciudadanos•.
habrá posibilidad de entender que el Estado ha rebasado los
limites de su aconfeslonalidad. Por el contrarto .cualquler me­
dida relacionada con lo religioso que no atentll a las libertades
fundamentales ni infrinja de manera frontal III prop6slto In·
mediato del principio. deber' considerarse ajustada al texto
constituqional.

Señala el Abogado del Estado' que la demanda habla de
una confusi6n entre funci6n pública y funci6n religiosa, que en
diversos pssajes de SU redacci6h emplea cOmo reproche a la
Ley Impugnada. Plantea con ello un problema delicado en su ,'i
tratamiento. que s610 depurándolo dll aditamentOs po]¡ticos 8 :¡- ~
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peto y el fomento de la alternativa que Ubrement" escoja cada
individuo, represent.. una fnrma más tntensa de libertad. A ~

persona, a quien se coloc.. en situación de deber espectal y
que ve limitada su libertad por efecto de este deber, el Estado
le facilita los medios para que aquella limitación Se reduzca
al mlnlmo. En concreto, en lo que se refiere al derecho a
profesar y ejercer una fe religiosa le facilita los medios adeo
c;uados par.. setlsfacer su derecho.

Si la conclencla puede llegar a constituir causa de objeción
al cumplimiento de los deberes milItares, 'ese mismo prinolpio
puede demandar una actuación prestscional de los poderes pú-
blicos. .

Se ve por tanto que para la demanda, no hay una leslóll
constitucion..l por el hecho de que el Estado preste asistencia
rellgios.. a las Fuerzas Armadas. Aunque en algún lugar de
la demanda se dice que ni el articulo 16.3 de la Constitución
ni el articulo 177 de las Reales Ordenanzas imponen la obUga­
ción .de prest"r asistencia religiosa espeolfica, n..da se opone
constltuclOnalmente a ello. La propIa argumentación de la de­
manda sobre el fomento positivo de la libertad parece reco­
nocer la plena legitimidad de una actitud prestaclonal del Es-
tatio en este .campo. . .

Supue.sto que la libertad delci)ldadano no padece por la
prestación de una asistencia rellgios.. en las Fuerzas Armadas,
donde osda miembro es libre de aceptarla o rechazarla -lo
que es obvio a la vista de 10 que establece el articulo 177
de las RR. 00.-, el pro1¡lema queda situado en sus aspectos
Instrumentales, ¿Cómo puede el Estado prestar el servicio de
asistenci" religiosa? Puede hacerlo a través de sus propios
medios, incardinando en su propia organización e: las persoDaS
más aptas para la prestsción dsl servicio, o puede haCerlo v.....
lIéndose de fórmulll's de -gestión tndirect....

El Derecho 1:omparado ofrece a este respecto muy varla4&11
soluciones. En muchos paises occldentsles.... los capellanes mi.
literes form..n p..rta de la estructura del. ",jército y están su­
jetos .. los deberes y ordenanzas mtlitares stn otras especia-<
lidades que las derivadas de la lndQle de su funclón, como
es el caso de Italia y de Gran Bretaña. En Estados UnIdos,
Bélgica, Canadá Holand!, y Suiza se oomp..tiblliza stn desdoro
alguno para el Estado aconfeslon..l la existencia de capellanes
castrenses Integrados en las flIas del EjércIto y sujetos a grao­
duación. En olrOs paises, como Alemania, no existe un cuerpo
eclesiástico castrense, pero hay un reconocimiento amplio de
la Intervención de las iglesias en el Ejército (articulo 141 de la
Constitución eje Weimar, declarado vIgente por el articulo 140
de la G. G.J, hasta el pUI:to de -que autorizada docirtna en·.
tiende que el precepto fundamenta deberes del. Estado como
titular de la sobaranl!' mllltar y derechos de las comunidades
religioslls al acceso y ejecución de actlvidade. religiosas. Se
apreci... por t ..nto, que en los ordenamientos en los que la
técnic.. escogid.. para la asistencia. religiosa a las Fuerzas
Armadas no está representada por un criterio orgánico, la
posición de control del Estado es notoriamente más débU que
las que p..rten del reconocimiento de un cuerpo castrense propio.•

La opción por uno de estos dos sistemas viene condicionada
por datos o factores históricOS O tradicionales. Y sobre todo
_coITesponde a la di.screcionalldad polltica de la 1oly. (del Par­
lamentol establecer los modos y formas en que se articula
la cooperación-o La preferencIa por el sIstema que la demanda
califica de -Integración orgánic... o por otras fórmulas de asJs.
tenci.. rellgios.... · por su significado secundarlo e tnstrumental
debe quedar confiado a 1.. opcIón del legislador, stn que la
Constitución impollga una única solución, lo que seria la nega­
ción del pluralismo polltico como el Tribunal ha destacado de..
de BUS primeras sentenciu..

Tanto en el ,sIstema de -tntegración orgánica- como en loa
sistemas de -gestión tndirecta>, el servicIo de asistencia se
presta por los minIstros de culto de· cada religión. En el ala­
tema de _integración orgánica-, la cualidad de funcionario' se
ostent.. no por ser ministro de culto, stno -como cualqulez:
funcionari~ por superar las pruebas selectivas, aunque el U·
tulo exIgido para conCUITir a ellas sea un titulo ec)esiástico
que para estos .efectos lOS Estados homologan como adecuado
a la función a desempeñar. . .

La demanda desenvuelve oorrectamente la idea de que cno
puede apreciarse dIscriminación donde el Estado fomenta el
ejercicio de un derecho fundamental, aunque no todos los ciu·
dadanos se benefician de hecho -o1lea no pOI' exclusión lu·
rldlca-- de las medidas de protección .,. fomento..... De este
modo, el establecimIento de un servicio de asistencia religiosa
no signIfica lesión del principIo constitucional para quienes por
cualquiera motivos no quieran utilizarlo. La demanda reconoce
que, con ello, -el Estado remueve lOS obstáculos que dIflcul­
tarlan el ejercIcio de 1.. ltbertad reUglos!' por las pec:ullarl•.
dades de la vida mili taro. La Igualdad se verla más adecuada­
mente s·atisfecha con un servicio de asistencia ~ltgiosa, que
.tn ella. La -pura .neutralldad- del Estado perjudicarla la ver­
dadera igu..ldad. La demanda .sItúa el motivo de reproche en
que la Ley no. recoge lOs modos de articular y orgaI\izar la
asistenc!a .de otras confesiones distintas de la católica. pu8ll
entiende .que cualquier normativa que se refiera a la asistencia
de las Fuerzas Armadas debe recoger la posibilidad de una
aslstenola no católica, ya que de lo contrarlo se está produ.
clendo una discriminacIón entre los soldados españoles fundada
en sus creenclas religiosas. No es que con ello se niegue la
Ubertad de los miembros de las Fuerzas Armadas. Es que esa
libertad no es promovlda, al no gozar de un servicio previsto.
Por ello -sin perjuicio de que la re..lldad social impong.. que
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hIstórIcos pUllde ser-.bjeto de un COITecto planteamIento jw1­
dico. Cuando se habl.. de -función. y se adjetiviza el concepto
con la nota de lo público o de lo estatal. se está describiendo
un cometido asumIble por un Ente público que Una vez asu·
mido debe·ser realizado. Las funciones públicas en su conjunto
describen el ámbito de lo Ilcitamente actuable por los poderes
públicos. Frente a la claridad de este concepto, ¿cuál es el de
la -función religios...? no es Jácilmente manejable por el De­
recho, ¡jorque los indivlduoll y las comuntdades no son _titu­
lares de funclones-, sino sujetos libres. Hablar de fubción púo
blica y defunción religiosa como términos o criterios de deli·
mltación, desde la perspectiva del Estado de derecho de nues­
tros dlas es difIcil de comprender, porque parece evocar el
dualismo de las -dos potestades-o Sólo medIante. el reconocl·
miento reciproco de dos esferas propias de actuación, tendrla
sentido ~ste tipo de contraposIciones. '.,

La demanda reconoce la contraposIcIón al dar su Interpre­
tación del sistema de cooperación ·que esteblece el articulo 16.3
de la Constitución, pues dice que n.o existe una finalidad com­
partida, ya que el Estado moderno secularIzado y, en concreto,

. el Estado definido por nuestra ConstitucIón, persigue una cons-
telación de valores propios e Independientes, distintos de aque­
llos que son propios de u"a comunidad religiosa.

Con esta aclaración, el planteamiento de 1.. ·demand.. ad­
quiere coherenc::;ia: Si los valores que ha de perseguir el Estado
han de ser independientes y distintos de los de la comunidad
religiosa. se excluye tod.. fin..lidad común, y con ello todo
-compartimento de finalidades» representa obviamentt3· una con­
fusión de funciones. Ahora bien, ¿cómo se articula el postulado
de la diversifIcación de valores que la demand.. propane como
exigencia constitucionaI7¿córrr<t.,se logra qU1l los valores o los
Tines sean dIstintos e tndependientes O más exactamente deban
ser distintos o independientes como consecuencia del concreto
Estado definido por Iluestra Constitución? La única forma de
llevar a cabo esta articulación COD;üste en suponer. una norma
que limite los valores asumibles pot los individuos O confesiones
religiosas a ·aquellos .que sean ajenos a los intereses o funciones
del Estado.• o. & la inversa, limitar los valores asumibles por
el Estado, a aquellos que no hayan sido previamente asumidos
_por alguna creencia religiosa. , .. ,
. Se comprende que ninguno 'de estos planteamientos' es acep­
table bajo los esquemas de la Constitución. L.. garantia de
la libertad religiosa como derecho fundamentel, no tolera in­
misiones del Estado que limiten los flnes o valores de cual·
quier creencia, salvo los l1m.it'3S del orden público irppuestos
a la~ manifestacIones externas de culto. LImitar aprloristlea­
mcnte la función del Estado a la satisfacción de valores ajenos
a los concebidos y aceptados como tales por las confesiones
religIosas, sería. una intolerable limitación de ia soberania na­
ciLnal. Seria absurdo que el Estsdo renunciase a penar los
delitos de sangre por el hecho de que el valor de la vIda o
integridad fislGa del hombre figure en el Decálogo de la reU·
gi6n cristiana.

La aconfeslonalidad'del Estado, su· separación de la IglesIa,
su neútralidad si se quiere, no pueden significar. la necesldad
jurldica deCl,ue los valores y flnes sean diferentes. Caben por
tanto valores y fines comunes como' lógico presupuesto de los
mecanismos de cooperación que los poderes públicos están lla­
mados a mantener en acatamiento a, 10 que se dispone en el
articulo 16.3. ' .

Cuando el Estado abord.. uQa regulación que Incide sobre
materias que tienen· relieve para las confesiones religiosas y
la regulación coincide con el -tnterés religIoso_ de una O varias
confesiones, el Estado no hace profesión de fe Y el acto eststal
no deba necesariamente calificarse como cacto confesional-,
Significa sImplemente que el legislador asume de modo origi­
nario un valor, que entiende adecuado para satlsfacer lU exl·
gencias del bIen común en un determinado ámbito.

La demanda caracteriza el -sistem... de religión de Estado
y el de confesionalidad por la -confusión entre función pública
y función religiosa.. lo que ocurre cuando las cfunciones reli~

giosas adquieren una trascendencia pública_o Parece en efecto
que esta caracterización va dirigida a proscribir la asunción
que.· el Estado haga .motu propio de cualquier función teñida
de fines o motivos religiosos, mientras que, paradójicamente.
seria viable cuando surja del entendImiento reolproco -en orden
a regular aquellas manifestaciones del fenómeno religioso con
trascendencia en el ordenamiento estatal., .

Frente a este planteamiento que se desenvuelve en el ám­
bito de los _sistemas_ y sus caracterizacIones doctrInales, puede
afirmarse que el examen de la constltuclonalidad de una Ley
no debe hacerse por su potencIal encuadramiento en el marco
de un csistem~ o una coorrienie histórie&».

El juIcio que marece una norma emanada de las Cortes
Generales debe hacerse bajo una estricta perspectlva de luri.
dicldad derivada de la conformidad o disconformidad de SU
mandato con el texto de 1.. Constitución. Este juIcIo -& falta
de un, acto de fe o de reconocimiento de confesionalidad- aólo
puede haoerse concretando la posible lesión de .los derechos de
libertad e Igualdad que nutren la sustancia del precepto cona-
tituciona1 invocado. , .

Tras tod.. la argumentacIón anterior, afirma el Abogado d9l'
ESlado que la exlstencia de un Cuerpo Eclesiástlco del Ejél'­
cito de TIerra no pugna con la libertad de creenclas. La U·
bertad se maniflesta·de un modo posItivo como obligación de
los poderes públicos de satisfacer y fomentar el ~jercicto de
la libertad. Relacionando esta concepción con la dedesalToBo
de ta persollalldad, puede inferirse de la demand.. que el r_

f
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la intensidad del servicio religioso no plieda ser Igual para
todas las confesiones-, la demanda apre~la una In~onstitucio­
nalidad por omisi6n. en que no se admIta la posIbIlidad de
asistencia. religiosa a 'otras oonfesiones, invocando doctrina ex..
tranjera propiciadora del examen de Inconstitucionalidad de
las Leyes por vicios de omlsi6n.

Manifiesta el Abogado del Estado que comparte los criterios
de la demanda· en el sentido de que el establecimiento de
una: asistencia religIosa a los cat6licos en las Fuerzas Armadas
debe llevar a la posibilidad de asistencia religiosa a los miem­
brOS de otras confesiones religiosas. en' la medida y proporci6n
adecuadas, pero que no puede compartir la concl~sl6n de que
la Ley impugnada incida en Un vicio de Inconstltuclonalidad
por omisión. Las declaraciones deinconstitucionalidad por ami..
si6n representan un c..pltulo muy corqplejo del proceso cons­
titucional, ,que requieren de un tratamIento prudente, ,ante el
riesgo de rebasar en sus propio. ,fundamentos la funcl6n de
esta jurisdicci6n. Por de pronto. habrla que distinguir entre
omisiones suplibles por una declaraci6n jurisprudencia! en virtud
de un mandato directo de la Constituci6n y aquellas otras que
na son susceptibles de esta operación sin invadir la .autonomía
del legislador. ': .

4. Por resoluci6n de esle Tribunal, de fecha 4 de mayo
actual, se tuvieron por formuladas las alegaciones par el Abo­
gado del Estado en nombre del Gobierno y se señal6 para la
dellberaci6n de esle recurso el dla 11 del mismo mes.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El articulo 16.3 d _ la ConsUiuci6n proclama que -ninguna
confesión tendrá carácter .estatal. e impide por ende, como
dicen los recurrentes, que los valores o intereses religiosos se
erijan en par{¡metros para medir la legitimidad o justicia de

. las normas y actos de los poderes -públicos". Al mismo tiempo,
el citado precepto constitucional veda cualquier tipo de confusl6n
entre funciones religiosas y funciones estatales.

Es asimismo cierto que hay dos principios básicos en nues­
tro sistema politico, que determinan la actitud del Estado hacia
los fenómenos religiosos y el conjunto de relaciones entre el Es­
tado y las iglesias y confesiones: el primero de ellos es la'libar-­
tad religiosa, entendida como un derecho subjetivo de carácter
fundamental que se concreta en el reconocimiento de un ámbito
de libertad y de una esfera de -agere licere. del individuo;
el segundo es el de igualdad, proclamado por los articulas
9 y 14, del que se deduce que no es posible establecer ningún
tipo de discriminaci6n o de trato juridico diverso de los ciuda­
danos en· funci6n de sus ideologlas ... sus creencias y que debEr
eXlstir un igual disfrute de la libertad religiosa por todos los ciu­
dadanos. Dicho de otro mod.., el principio de libertad religiosa
reconoc; el derecho de los ciudadanos a actuar en este campo
con plena Inmunidad de coacci6n del Estado y de cualésquiera
grupos sociales de manera que el Estado se prohibe a si
mismo cualquier concurrencia. junto &.los ciudadanos, en cali­
dad de sujeto de actOs o de actitudes de signo rellgioso y el
principio de igualdad, que es conseouencia del principio de lI­
bertad en esta, materia,' signific~ que las actitudes religiosas de
los sujetos de derecho no pueden justificar diferencias de trato·
jurídico. .

. Al ser uno y otro, el de lIbertad y el de igualdad. derechos
consagrados en el capitulo II del titulo I de la Constltuci6n,
frente a su eventu,al vulneración. pueden loe ciudadanos titulares
de los mencionados derechas acudir en demanda de amparo..
ante este Tribunal cualquiera que sea la sede o el punto en
que la vulneración se haya come~idoo-

2. El objeto del presente recurso de inconstitucionaIldad es.
el punto cuarto del árticuJo noveno de la Ley 48/1981 cuyo
obieto es la c1asificaci6n de 10l! mandos militares y el estable­
cimiento de los sistemas y de las condiciones de ascenso. El
mcn..:::ionado articulo 9. 0 señala las reglas por las que se ha
de medir el tiempo de efectividad exigido en cada empleo para
el e.scenso al inmediato superior y lo clasifica según las armas,
cuerpos y escala.., que encadena del siguiente modo, -Uno. Es­
.cala Activa de las Armas y de los Cuerpos de Intendencia y
de la Guardia Civil, Dos. Escala Activa de los Cuerpos Ju­
rfdico. de Intervenci6n, de Sanidad de .Farmacia y de Veteri·
naria; Tres. Cuerpo de Ingenieros de Armamento y Construc­
cI6n, Cuatro. Cuerpo EclesiáStico; Cinco. Directores Músicos:
Seis. Cuerpo de Ingeniero~Técnicos de Armamento y Construc­
ci6n; Siete. Cuerpo 'Ayudantes Técnicos Sanitarios; Ocho. Es­
calas Especiales de Mando, Especialistas, y Oficinas Militares;
Nueve. Escala BMica de Suboficiales y Suboficiales Músicos•.

De lo expuesto resulta que, al situar el Cuerpo EclesiAstlco
eIHre el de Inge~ieros de Armamento y Construccl6n y el de
DI,rectores de Muslca, el legislador reconoce la existencia del
Cuerpo EclesiMtico y le otorga un tratamiento similar al de
otros cuerpos y escalas. Sin embargo, lo cierto es que la ley
Imou¡¡nada se limita a regular los ascensos y el tiempo de efec­
tIvidad exigidos en cada empleo para poder sscender al supe­
nor,. de suerte que, aun en el caso de que la declararamos
Inconstitucional tal ley. las consecuencias de la déclaraci6n no
podrlan llegar mtls aJl'" de que el tiempo de efectividad para
los ascensos dejarta de ser éste. No 8e podria, en cambio, sacar
nInguna de las conclusiones a que el re'curso parece dirigirse
, que son: 1.°, que dejara de existir el Cuerpo EcleslMtlco;
2.°, que los mIembros del Cuerpo Ecleslé.stioo deJaran de osten.·
tar graduaciones similares a las militares. y 3.°. que en el
Cuerpo EclesiMtlco dejara de haber ascensos. Debemos. por
ello, dar la. raz6n al Abogado del Estado cuando argumenta

que una obvia raz6n_ de congruencia Impone un ajuste entre
la impugnacl6n y el cOnteRldo de la dlsposl~16n Impugnada,
para evitar que puedan ser objeto de recurso y de declaracl6n
jurisdiccional cuestiones o m'!terlas no reguladas por la ley
recurrida, sino por otras que a la recurrida sirven s6lo de
presupuesto. En este sentido hay que recordar que este Tribu­
nal,en su sentencia de 8 de abril de 1981, dUo ya que el
recurso de Inconstltucionalidad no lo establecen la Constituci6n
y la Ley Organica: del Tribunal como una via de impugnaci6n
que puedb dirigirse de manera indiscriminada contra un bloque
de legalidad o contra una parte del sislema normativo o del
ordenamiento", jurídico, sino que el recurso se ~iri~ al enjui~
ciamiento de textos' legales y de f6rmulas leglsiatlvasdeter-
minados. . , ' .

3. En un sentido similar, debemos señalar que no resulta
f{¡cil admitir la figura de .la inconstitucionalidad por oml~i6n
que los recurrentes intentan articular, alegando que el legIsla.­
dor debi6 aprovechar la ocasi6n que le brindaba la Ley 46/1981,
para .reestructurar la prestación de asistencia religiosa a las
Fuerzás Armada.s. pues la inconstitucionalidad por omisión sólo
existe cuando la Constitución Impone al legislador la necesidad
de dictar normas de desarrollo constitucional y el legislador
no lo bace. ' ,

Los recurrentes confiesan la exactitud de la objeción pro­
puesta, cuando dicen, casi al final de su a.legato. que son cons..
cientes de .que una Ley sobre clasificación de mandos y ascensos
militares no. es la norma mM id6nea para regular la asistenci,a .
religiosa a los individuos de las fuerzas armadas cat6licos o
pertenecientes a otras confesiones. _ '.

4. El hecho de que el Estado preste asistencia religiosa
cat6lica a los individuos de las Fuerzas Armadas no s610 no
determina lesión constitucional, sino que ofrece, ·por el contra,­
rio, 1:1 posibilidad de hacer efectivo el derecho al culto de los
Individuos y comunidades. No padece el derecho a la libertad
religios•. o <le culto, toda vez que los ciudadanos miembros de
las susodichas Fuerzas, son libres para aceptar o rechazar la

"prestación que se les ofrece; y hay que entender que asimismo
tampoco se lesiona el derecho a la igualdad. pues por el mero
hecho de la prestaci6n en favor de los cat6l1cos, no queda
excluida la asistencia religiosa' a los. miembros de otras con~
fesiones, en la medida y proporcl6n adecuadas. que éstos pueden
reclamar fundadamente, de suerte que s610 el- Estado que desoye­
ra los requerimientos, en tal s.entido hechos, Incidiria en la
eventual violación analizada.

5. Por último hay que señalar que las objeciones propuestas
no se pueden superar argumentando que. la Ley 48/1981, de
24 de diciembre, ha tenido como efecto en nuestro Derecho
positivo la resurrección del Cuerpo Eclesiástico suprimido o
derogado por obra de los Acuerdos entre la Santa Sede y el'
Estado español de 3 de enero de 1979. El hecho de que en
estos Acuerdos no hubiera una mencl6n expresa del Cuerpo,
a diferencIa de lo que ocurria en el Concordato de 1953 y en el
Convenio sobre jurisdicción castrense y asistencia religiosa a las
Fuerzas Armadas de 5 de agosto de 1950. no signifn:a que por
obra del Acuerdo quedara derogada la legislación española. .

, El Acuerdo de 3 de enero de 1979, estableci6 las normas sobre
asistencia religiosa a los miembros católicos de las Fuerzas
Annadas por considerar qua este punto CQ!lstituía un capitulo
específico entre las materias que deben regularse dentro del
compromiso adquirido por la Santa Sede y el Estado español.
y asi se establece, en el Acuerdo. que fue aprobado pór las
Cortes Generales y ratificado por Instrumento de la Jefatura
der Estado de 4 de diciembre de dicho año, qu.e la asistencia- '
religiosa·pastoral a los miembros cat6licos de las Fuerzas Ar­
madas se seguiría ejercier.do por medio del Vicariado castrense.
al que se considera como diócesis personal y no territorial y que
cuenta: con la cooperación· de. los capellanes castrenses como
p{¡rrOCOS personales. De esta enunclaci6n se .deduce que los
Acuerdos de 1979 regularon la asistencia religiosa-pastoral. a los
miembros cat6licos de fas Fuerzas Armadas. sin que ello su­
ponga limitación de la liberiad religiosa de los miembros no
cat6licos y que se admite la consideracl6n ,de los capellanes
castrenses como párrocos personales, que queda en ese- mo­
mento firmemente reglamentada, aunque no se desarrolle el
punto específico relativo a si tales capellanes castrenses cons~

tituyen· un Cuerpo de Funcionarios del Estado financiados por
éste, ni tampoco si dentro de los capellanes castrenses se han
de establecer graduacicnes paralelas o similares a las militares.

FALLO

. . En atenc16n a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE' CONFIERE LA CONSTITUCiON'''
DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decidido:
Declarar no haber lugar a la estimacl6n del recurso de In­

copstitucionalidad interpuesto. contra el punto 4,- del artículo 9.0

de la Ley 48/1981. de 24 de diciembre. sobre c1asificaci6n de
Mandos y regulación de áscensos en régimen ordinario para los
militares de carrera del Ejército de Tierra.

Publiquese en el .Boletln Oficial del Estado-.
Dada en Madrid a 13 de mayo de i982.-F1rmado. Mahuel

Carcla-Pelayo y Alonso.-Jer6nlmo Arozamena Slerra.-Angel
Latorre ·Segura.-Manuel Dfez de Velasco Vaneio,-Francisco
Rubio Llorente.-Glorla Begué Cant6n.-Luis Dfez Pleazo.-Fran·
cisco Tomas y Valiente.-Rafael G6mez-Ferrer Morant.-Angel
Escudero del Corral.-Rubricados.
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